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Boletín Nº 3.907-10.

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACIÓN LATINOAMERICANA SOBRE PROYECTO APROBATORIO DE ACUERDO DE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA JURISDICCIONAL EN MATERIA CIVIL, COMERCIAL, LABORAL Y ADMINISTRATIVA ENTRE ESTADOS PARTE DEL MERCOSUR, CHILE Y BOLIVIA.

)=======================================================================(

HONORABLE CÁMARA:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar, en primer trámite constitucional y con urgencia calificada de “suma”, sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado internacional indicado en el epígrafe, celebrado entre los Estados miembros del Mercosur, más Chile y Bolivia, como Estados asociados, sobre la base de los principios de respeto a la soberanía nacional y a la igualdad de derechos e intereses recíprocos, con el propósito de promover e intensificar la cooperación jurisdiccional en materia civil, comercial, laboral y administrativa, de manera de coadyuvar al trato equitativo de sus nacionales, ciudadanos y residentes permanentes o habituales y facilitarles el libre acceso a la jurisdicción correspondiente. 

I.- CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios correspondientes y previamente al análisis de fondo de estos instrumentos internacionales, se hace constar:


1°) Que la idea matriz o fundamental del proyecto de acuerdo es aprobar un acuerdo o tratado internacional que regula entre los países señalados la asistencia jurídica mutua en materias civiles, comercial, laboral y administrativa; el que, en conformidad con lo dispuesto por el Nº 1 del artículo 50 de la Constitución Política, la H. Cámara sólo puede aprobar o desechar; por lo tanto, respecto de él, no son aplicables los artículos 66 y 70 del Texto Fundamental.


2º) Que las disposiciones del tratado en trámite no requieren de quórum especial para su aprobación parlamentaria ni que sean conocidas por la H. Comisión de Hacienda.


3°) Que en el estudio de este proyecto de acuerdo la Comisión escuchó al Ministro de Relaciones Exteriores, señor Ignacio Walker Prieto, y al Director de Asuntos Jurídicos del  Ministerio de Relaciones Exteriores, embajador Claudio Troncoso Repetto; quienes dieron, en lo sustancial, opiniones favorables a su aprobación, análogas a las dadas en el mensaje.


4°) Que el proyecto de acuerdo fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señoras Allende Bussi, doña Isabel, y González Román doña Rosa, y los señores Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Longton Guerrero, don Arturo; Mora Longa, don Waldo; Riveros Marín, don Edgardo; Tarud Daccarett, don Jorge, y Villouta Concha, don Edmundo.


5°) Que por unanimidad se designó Diputado Informante la H. Diputada PÉREZ SAN MARTÍN, DOÑA LILY.

II.- RESEÑA DEL CONTENIDO NORMATIVO DEL ACUERDO EN TRÁMITE.


Este instrumento internacional consta de treinta y cinco artículos, agrupados en nueve capítulos, de los cuales se pasa a reseñar lo sustancial, indicando entre paréntesis el número del artículo correspondiente. 


El capítulo I: indica los ámbitos de la cooperación jurisdiccional convenida y precisa que cuando ella recaiga en materia administrativa se referirá, según el derecho interno de cada Estado, a los procedimientos contencioso-administrativos en los que se admitan recursos ante los tribunales (1).


El capítulo II: dispone que los Estados Partes designarán la Autoridad Central encargada de recibir y tramitar pedidos de asistencia jurisdiccional, para los cual ellas se comunicarán directamente entre ellas, dando intervención a las respectivas autoridades competentes, cuando sea necesario. Esta Autoridad podrá ser cambiada en cualquier momento (2).


El capítulo III: asegura a los nacionales, ciudadanos y residentes permanentes o habituales de uno de los Estados Partes, en las mismas condiciones que los nacionales, ciudadanos y residentes permanentes de otro Estado, la igualdad de trato procesal  o libre acceso a la jurisdicción de dicho Estado para la defensa de sus derechos e intereses (3).

Agrega que ninguna caución o depósito, cualquiera que sea su denominación, podrá ser impuesta en razón de la calidad de nacional, ciudadano o residente permanente a habitual de otro Estado Parte; lo que será aplicable a las personas jurídicas constituidas, autorizadas o registradas de acuerdo a las leyes de cualquiera de los Estados Partes (4).


El capítulo IV: al regular la cooperación en actividades de mero trámite y probatorias, determina el contenido de los exhortos que tengan por objeto diligencias de tal carácter, tales como citaciones, intimaciones o apercibimientos, emplazamientos, notificaciones u otras semejantes; dispone que su cumplimiento no importará un reconocimiento de la jurisdicción internacional del juez del cual emana, añade que sólo podrá ser denegarse cuando la medida solicitada atente contra los principios de orden público del Estado requerido, y que si la autoridad jurisdiccional se declarare incompetente para proceder a la tramitación del exhorto, deberá remitir de oficio los documentos y antecedentes del caso a la autoridad jurisdiccional competente del su Estado (5 a 9).


Tales exhortos, transmitidos por intermedio de las Autoridades Centrales o por vía diplomática o consular no requerirán de legalización, a menos que se tramiten por intermedio de la parte interesada (10).

En el cumplimiento del exhorto, la autoridad jurisdiccional aplicará su ley interna en lo que se los procedimientos se refiere, inclusive en la aplicación de medidas coercitivas; sin embargo, podrá accederse a una tramitación especial o aceptar el cumplimiento de formalidades adicionales, siempre que ello no sea incompatible con el orden público del Estado requerido (12 y 13).


El cumplimiento de los exhortos no dará lugar al reembolso de ningún tipo de gastos, excepto cuando se soliciten medios probatorios que ocasionen erogaciones especiales o se designen profesionales para intervenir en su diligenciamiento (15).


El capítulo V, se refiere al reconocimiento de sentencias y laudos arbitrales pronunciados en las jurisdicciones de los Estados Partes en las materias propias de este Acuerdo de cooperación, inclusive a las sentencias de reparación de daños y restitución de bienes pronunciados en jurisdicción penal. Este reconocimiento se tramitado conforme al derecho interno del Estado requerido (18, 19 y 24).


Entre las condiciones exigibles para la ejecución de sentencias y laudos se contempla el que hayan emanado de un órgano jurisdiccional o arbitral competente; dictado en procedimientos en los que la parta en contra de quien se pretende su ejecución haya sido debidamente emplazada y sometida a un debido proceso; que la sentencia o laudo tenga fuerza de cosa juzgada, y que no atente contra el orden público del Estado requerido (20).


El capítulo VI, trata de los instrumentos públicos y otros documentos.  Dispone que los emanados de un Estado Parte tendrán en los otros Estados Partes la misma fuerza probatoria que sus propios instrumentos públicos (25).


Los documentos emanados de autoridades jurisdiccionales u otras de los Estados Partes, así como las escrituras públicas y los documentos que certifiquen validez, la fecha y la veracidad de la firma o la conformidad con el original, no requerirán de legalización (26).


El capítulo VII, relativo al derecho extranjero, compromete a las Autoridades Centrales a suministrarse, en concepto de cooperación judicial,  siempre que no se opongan a disposiciones de su orden público y sin gasto alguno, informes en derecho sobre las materias sobre las que trata este Acuerdo. El sentido y alcance legal de estos informes no hará responsable al Estado Parte de la opinión emitida ni estará obligado a aplicar su derecho según la respuesta proporcionada y el Estado Parte que reciba dichos informes no estará obligado a aplicar o hacer aplicar el derecho extranjero según la respuesta recibida (28, 29 y 30).


El capítulo VIII contempla la celebración de consultas para facilitar la aplicación del Acuerdo y de negociaciones diplomáticas directas para resolver cualquier controversia que se suscite entre los Estados Partes sobre la interpretación, aplicación o cumplimiento del Acuerdo (31 y 32).


Por último, el capítulo IX, sobre disposiciones finales, permite que los Estados Partes puedan aplicar convenciones que sobre las materias de este Acuerdo contemplen disposiciones más beneficiosas para la cooperación (33).


Además, conforme a ellas este Acuerdo queda sujeto al trámite de ratificación y vigencia, a partir del depósito de los instrumentos correspondientes por dos Estados Parte del MERCOSUR y por Chile o por Bolivia; para los demás regirá a partir del trigésimo día posterior al depósito de su respectivo instrumento, que deberá ser hecho ante el Gobierno del Paraguay (34 y 35).

III.- DECISIONES DE LA COMISIÓN.


A) Aprobación del proyecto de acuerdo.


El estudio efectuado por la Comisión ha permitido constatar que este Acuerdo los Estados Partes lo conciben sobre la base de principios que resguardan la soberanía nacional, el orden público interno y la aplicación de la ley procesal del país requerido, de modo que se concluye que no hay inconvenientes de derecho que se opongan a su aprobación.


Además, sus Diputados integrantes compartieron los propósitos de los Gobiernos que concurrieron a su celebración, según lo expresan en su preámbulo, de manera que, por unanimidad, la Comisión decidió proponer a la H. Cámara que le preste su aprobación, para lo cual propone adoptar el artículo único del proyecto de acuerdo en los mismos términos propuestos por el mensaje, con modificaciones formales de menor entidad que no se estima necesario detallar ya que se recogen en el texto sustitutivo siguiente.


B) Texto sustitutivo propuesto por la Comisión.


“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en materia civil, comercial, laboral y administrativa entre los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile, suscrito en Buenos aires, el 5 de julio de 2002.”.:

)--------(


Discutido y despachado en sesión del 5 de julio de 2005, con asistencia de las Diputadas señoras Allende Bussi, doña Isabel, y González Román, doña Rosa; y los señores Diputados Bayo Veloso, don Francisco; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Leay Morán, don Cristián; Longton Guerrero, don Arturo; Mora Longa, don Waldo; Moreira Barros, don Iván; Riveros Marín, don Edgardo; Tarud Daccarett, don Jorge, y Villouta Concha, don Edmundo (Presidente de la Comisión.


SALA DE LA COMISION, a 5 de julio de 2005.

FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA

Secretario de la Comisión.

